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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 16
        Abril 24 y 25 de 2013

 


El Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR desarrolla a cabalidad el mandato constitucional de integración latinoamericana, la preservación de la democracia y del Estado constitucional de derecho

	     I.  EXPEDIENTE LAT-391    -   SENTENCIA  C-246/13   (Abril 24)

         M.P. Luis Ernesto Vargas Silva




1.
Norma revisada

LEY 1571 DE 2012

(agosto 2)

Por medio de la cual se aprueba el “Protocolo adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre compromiso con la democracia” suscrito en Georgetown, Guyana, el 26 de noviembre de 2010

ARTÍCULO 1o. 
El presente Protocolo se aplicará en caso de ruptura o amenaza de ruptura del orden democrático, de una violación del orden constitucional o de cualquier situación que ponga en riesgo el legítimo ejercicio del poder y la vigencia de los valores y principios democráticos.

ARTÍCULO 2o. 
Cuando se produzca una de las situaciones contempladas en el artículo anterior el Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno o, en su defecto, el Consejo de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores se reunirá -en sesión extraordinaria- convocado por la Presidencia Pro Tempore: de oficio, a solicitud del Estado afectado o a petición de otro Estado miembro de UNASUR.

ARTÍCULO 3o. 
El Consejo de Jefas y Jefes de Estado o en su defecto el Consejo de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores, reunido en sesión extraordinaria considerará, de forma consensuada, la naturaleza y el alcance de las medidas a ser aplicadas, tomando en consideración las informaciones pertinentes recabadas sobre la base de lo establecido en el artículo 4o del presente Protocolo y respetando la soberanía e integridad territorial del Estado afectado.

ARTÍCULO 4o. 
El Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno o, en su defecto, el Consejo de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores podrá establecer, en caso de ruptura o amenaza de ruptura del orden democrático, entre otras, las medidas que se detallan más adelante, destinadas a restablecer el proceso político institucional democrático. Dichas medidas, entrarán en vigencia en la fecha en que se adopte la respectiva decisión.

a) Suspensión del derecho a participar en los distintos órganos, e instancias de la UNASUR, así como del goce de los derechos y beneficios conforme al Tratado Constitutivo de UNASUR. 

b) Cierre parcial o total de las fronteras terrestres, incluyendo la suspensión y/o limitación del comercio, tráfico aéreo y marítimo, comunicaciones, provisión de energía, servicios y suministros. 

c) Promover la suspensión del Estado afectado en el ámbito de otras organizaciones regionales e internacionales. 

d) Promover, ante terceros países y/o bloques regionales, la suspensión de los derechos y/o beneficios del Estado afectado, derivados de los acuerdos de cooperación de los que fuera parte. 

e) Adopción de sanciones políticas y diplomáticas adicionales.

ARTÍCULO 5o. 
Conjuntamente con la adopción de las medidas señaladas en el artículo 4o el Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno, o en su defecto, el Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores interpondrán sus buenos oficios y realizarán gestiones diplomáticas para promover el restablecimiento de la democracia en el país afectado. Dichas acciones se llevarán a cabo en coordinación con las que se realicen en aplicación de otros instrumentos internacionales, sobre la defensa de la democracia.

ARTÍCULO 6o. 
Cuando el gobierno constitucional de un Estado miembro considere que exista una amenaza de ruptura o alteración del orden democrático que lo afecte gravemente, podrá recurrir al Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno o al Consejo de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores, a través de la Presidencia Pro Tempore y/o de la Secretaría General, a fin de dar a conocer la situación y requerir acciones concretas concertadas de cooperación y el pronunciamiento de UNASUR para la defensa y preservación de su institucionalidad democrática.

ARTÍCULO 7o. 
Las medidas a que se refiere el artículo 4o aplicadas al Estado Miembro afectado, cesarán a partir de la fecha de comunicación a tal Estado del acuerdo de los Estados que adoptaron tales medidas, una vez verificado el pleno restablecimiento del orden democrático constitucional.

ARTÍCULO 8o. 
El presente Protocolo forma parte integrante del Tratado Constitutivo de UNASUR.

El presente Protocolo entrará en vigor 30 días después de la fecha de recepción del 9o instrumento de su ratificación.

Los instrumentos de ratificación serán depositados ante el Gobierno de la República del Ecuador, que comunicará la fecha de depósito a los demás Estados Miembros, así como la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo.

Para el Estado Miembro que ratifique el presente Protocolo luego de haber sido depositado el 9o instrumento de ratificación, el mismo entrará en vigencia 30 días después de la fecha en que tal Estado Miembro haya depositado su instrumento de ratificación.

ARTÍCULO 9o. 
El presente Protocolo será registrado ante la Secretaría de la Organización de las Naciones Unidas.

2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1571 del 2 de agosto de 2012, “Por medio de la cual se aprueba el “Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre compromiso con la democracia” suscrito en Georgetown, Guyana, el 26 de noviembre de 2010.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE  el “Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre compromiso con la democracia” suscrito en Georgetown, Guyana, el 26 de noviembre de 2010.

3.
Síntesis de los fundamentos

Examinado el trámite legislativo surtido por el proyecto que se convirtió en la Ley 1571 de 2012, la Corte constató la acreditación de todos los requisitos previstos en la Constitución y el Reglamento del Congreso, para que el Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR, se integre al ordenamiento jurídico colombiano. En consecuencia, la Ley 1571 de 2012 resulta ajustada a la Constitución, desde el punto de vista formal. 

De igual modo, el Tribunal encontró que los objetivos y el contenido normativo del Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre compromiso con la democracia, aprobado mediante la ley revisada, busca preservar la integración latinoamericana y la democracia en los doce países que forman parte de UNASUR, a través de la posibilidad de intervención y adopción de un grupo de medidas dirigidas a lograr el restablecimiento del orden constitucional y democrático de cualquier Estado bajo riesgo o amenaza de agresión a sus instituciones, lo cual no solo constituye un desarrollo del Tratado Constitutivo de UNASUR, sino que se encuentra en plena armonía con la Constitución Política colombiana. En particular, sus disposiciones preservan la soberanía e integridad de los Estados miembros, no afecta ninguno de los principios constitucionales a los que están sujetas las relaciones internacionales, por cuanto, su objetivo es hacer retornar a la democracia y a la Constitución al Estado que resultare afectado por las acciones de facto de personas o grupos que vayan en contra del orden constitucional del país afectado. En este sentido, UNASUR configura un espacio de integración y unión de forma participativa y consensuada, de manera que la adopción de medidas se debe realizar con pleno consentimiento de los Estados miembros. 

La Corte precisó que las medidas adoptadas por los demás Estados, a través del Consejo de Jefas y Jefes de Estado o en su defecto, de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores, cuando se afecta el orden democrático en uno de los Estados miembros, son constitucionales siempre que (i) respondan concretamente a la suspensión de la participación en la estructura regional o (ii) se refieran a medidas aceptadas por el derecho internacional; y (iii) no comprendan medidas indeterminadas para el Estado afectado. De esta forma, su contenido normativo desarrolla el Tratado Constitutivo de UNASUR, el cual fue declarado constitucional en la sentencia C-644/04 y se ajusta a los principios de autodeterminación de los pueblos para resolver los asuntos de Estado. Por consiguiente, la Corporación procedió a declarar la exequibilidad del Protocolo Adicional revisado. 

4.
Salvamentos y aclaraciones de voto

Los magistrados María Victoria Calle Correa y Alexei Julio Estrada salvaron su voto. En su concepto, sin declaraciones interpretativas que delimiten una de las potestades que les reconoce el Protocolo a los Consejos, este último desconoce los principios de no intervención, soberanía e integridad territorial (CP arts. 2, 3 y 9). Si bien, indicaron que el artículo 4 es esencial dentro del esquema del Protocolo bajo revisión, empero, aseguraron que el literal b) de esa disposición contempla un grupo de medidas sumamente severas, tales como el “cierre parcial o total de las fronteras terrestres, incluyendo la suspensión y/o limitación del comercio, tráfico aéreo y marítimo, comunicaciones, provisión de energía, servicios y suministros”. La posibilidad de imponer este tipo de medidas viola en su concepto la Constitución, en tanto pueden ser impuestas por UNASUR luego de una decisión adoptada –sin más especificaciones- “de forma consensuada” (art. 3 del Protocolo) por el Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno o, en su defecto, por el Consejo de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores. 

Al admitirse que se tomen medidas tan drásticas como las señaladas solo de forma consensuada, sin ulteriores precisiones, los magistrados Calle Correa y Julio Estrada consideraron que se deja abierta la posibilidad, a su juicio riesgosa para la integridad de la Constitución Política, de que se interprete el consenso como lo dispuso el artículo 12 del Tratado Constitutivo de UNASUR; es decir, según lo precisó esta Corte en la sentencia C-633 de 2011 “como unanimidad obtenida, pero de una mayoría cualificada de la ¾ partes de los miembros de cada Consejo”, y aunque con comunicación ”a los Estados Miembros ausentes, los que deberán pronunciarse en un plazo máximo de 30 o 15 días calendario”, sin precisar si la respuesta de los mismos debe o no ser positiva para que las decisiones sean unánimes. Este margen de interpretación abre un espacio para decretar las medidas cuando exista una clara ruptura o amenaza de ruptura del orden democrático. Dado que esta medida es, según los citados magistrados, vertebral dentro del Protocolo, consideran que la Corte no podía declararlo exequible sin disponer que el Presidente de la República, al prestar el consentimiento debía realizar una declaración interpretativa respecto del artículo 4, especial, de su literal b), de acuerdo con la cual las medidas que se contemplan en este último, solo pueden ser tomadas de forma consensuada por la totalidad de los miembros de la Unión de Naciones Suramericanas. Como la mayoría resolvió no acoger esa propuesta, salvaron el voto. 

El magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez anunció la presentación de una aclaración de voto, en relación con el tipo y alcance de las medidas que se pueden adoptar por el Consejo de Jefas y Jefes de Estado en el ámbito de UNASUR.

